PROYECTO DE COMUNICACIÓN

Pedido de Informe

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos correspondientes, informe lo siguiente: 

1.- ¿Qué acciones ha desarrollado la Secretaría de Estado de Derechos Humanos en torno a la resolución Nº0336 del 5 de abril de 2006 emitida por el Ministerio de Gobierno, que habilita el ingreso del Servicio Penitenciario Provincial a los centros de alojamientos de niños y adolescentes en conflicto con la Ley Penal.?

2.- ¿Cuál ha sido la intervención del Ministerio de Gobierno de la Provincia de Santa Fe, ante las denuncias presentadas por el Ministerio de Justicia de la Nación (Comisión Anti Impunidad); la Defensoría del Pueblo de la Provincia de Santa Fe; la Coordinadora de Trabajo Carcelario (CTC) y el Recurso  de Revocatoria a la resolución Nº0336 interpuesto por la Seccional Rosario de la Asociación de Trabajadores del Estado (ATE) ?

Sr. Presidente:

 


Entre los objetivos de la Secretario de Estado de Derechos Humanos se encuentra la función de “coordinar todo lo relacionado con el cumplimiento de las normas que reconozcan y reglamenten los derechos humanos, promover la difusión de su conocimiento, prevenir eventuales violaciones y formular las denuncias pertinentes”. Además de …”garantizar la observancia y respeto de los derechos humanos establecidos en la Constitución Nacional, Tratados Internacionales y la Constitución Provincial”. 

 


La resolución Nº 0336 del 05/04/06 emitida por el Ministro de Gobierno Roberto Rosua, que habilita el ingreso del Servicio Penitenciario Provincial al Instituto de Rehabilitación del Adolescente Rosario (IRAR), al Centro de Alojamiento Transitorio (CAT) y al Grupo de Asuntos Juveniles de Santa Fe, es violatoria de la Constitución Nacional, Leyes y Tratados Internacionales con rango constitucional y la Ley Nº 8183 de creación del Servicio Penitenciario de la Provincia en su artículo Nº 1.

 


Por su parte, el informe de la Comisión Anti Impunidad,  expresa claramente “la recomendación de evitar que se efectivice el traspaso de la custodia interna de los niños y adolescentes que se encuentren alojados en el IRAR al Servicio Penitenciario, habida cuenta del registro de antecedentes en materia de violaciones a derechos esenciales de los niños”. La historia del Servicio Penitenciario en institutos de adolescentes reconoce antecedentes nefastos desde la época de la Dirección del Menor Transgresor y los tristemente celebres institutos CEPROME.

 


Es imprescindible la adecuación legal que debe hacer la provincia a la teoría consagrada por la nueva ley Nº 26.061 y su reglamentación cuyo eje central es la protección integral de los niños y adolescentes, considerando a los mismos como “sujetos de derechos”, dejando de lado la teoría de la “situación irregular” que es tomada por el Ministro en los considerandos de dicha resolución ubicando a los niños como “objeto de derechos”.

 


El Ministerio de Gobierno, actual responsable de implementar las políticas relacionadas con los niños y adolescentes en conflicto con la ley penal a través de la Dirección respectiva, tiene la obligación de responder convenientemente a las permanentes denuncias de distintos organismos en relación con las políticas públicas que resuelvan satisfactoriamente esta problemática.

 


Para mejor entendimiento y comprensión de la grave situación de los centros de atención que alojan niños y adolescentes en conflicto con la ley penal es que se adjuntan al presente proyecto la citada resolución emitida por el Ministerio de Gobierno, la denuncia realizada por ATE Rosario y el Informe sobre la visita al C.A.T de Rosario y al I.R.A.R elaborado por representantes del Programa Nacional Anti Impunidad, dependiente de la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación. Todos estos antecedentes demuestran una autenticidad y seriedad contundentes.

 


Por todo lo expuesto es que solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.
